


José Domoo RAY, Limitaciones la tramierencia de accioms. Ed. Abeledo-Pe-

mt, Buenos Aires, 1960.

El nombre alcanzado por el talentoso

v conocido profesor de Derecho de la

Navegación, a través de numerosos tra-

bajos que ostentan su firma, materia

de su especialidad, nos relevan de toda

presentación a su respecto.

El doctor Ray se refiere-en esta mono-

grafía, a las cláusulas que restringen la

libre negociabilidad delas acciones y que

a veces limitan el precio de transferen-

cia a una suma determinada, sin tener

en cuenta su valor real, para cuestionar

la validez de aquéllas que en vez de re-

glamentar el ejercicio de ese derecho

—como pueden hacerlo- lo afectan

esencialmente.

El autor analiza en primer término
el problema planteado, en las sociedades

“intuitu pmonae", tema que está en in-

tima conexión con la aplicación del inc.

4° del art. 1564 del Código Civil que

otorga validez a la cláusula del contrato

social que estipule que por fallecimiento

de cualquiera de los socios, los sobrevi-

vientes pueden quedar con todo el activo

social pagándole a los herederos del pre-

fallecido, una cantidad determinada.

Ray considera‘que dicho artículo cons-

tituye una excepción al pacto sobre he-

rencia futura (artÏ 1175 Cód. Civ.), ale-

gando que "su opinión el tribunal debe

declarar invalidas dichas cláusulas, si

con ello se pretende violar las disposi-
ciones que aluden al mismo “ya que el

fimdamento invocado por el codificador
en la nota al artículo 1654 inc. 4' des-

apareceria, y en vez de tratarse de una

cláusula “aleatoria” o de "simple como-

didad" establecida con la finalidad de

suprimir dificultades en caso de falleci-

miento, seria una forma de legislar so-

bre herencias futuras y reducir indebi-

damente la legítima de los herederos

forzosos". 'Al rspecto es preciso decir,

que si bien Vélez cita en la nota al art.

1654 las fuentes que tuvo en cuenta, no

fundamenta directamente el artículo. Sin

embargo, compartimos en principio, la

opinión del autor.

Troplong, citado por Vélez —y repro-

ducido certera y oportunamente por

Ray- dice lisa y llanamente que se tra-

ta de una cláusula aleatoria ya que “al

socio que fallece, la muerte le juega una

mala partida y pierde", lo que no es in-

equitativo, ya que “la reciprocidad hace

desaparecr toda injusticia". Repárese que

en esta circunstancia, el alea es doble:

por un lado es referida a la duración de

la vida de los socios, y por el ou'o, a la

prosperidad de la empresa.

Compartimos plenamente la opinión
de Salvat, que contra lo sostenido por

Marcos Satanovsky —amb'os citados por

el autor- aduce que “con cláusulas co-

mo la del inc. 4° del art. 1654 del Có-

digo Civil, la legitima no se reduce

porque debe‘ determinarse al momento

del falleciniiento y en el patrimonio del

causante sólo se encuentra el valor o

haber que reconoce el contrato". y nos

apartamos de Ray, que si bien acepta la

validez de esta cláusula, considera que

“debe anularse si'traduce una arbitrarie-
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dad y lia-tenido una finalidad prohibida

por la ley”. ¿(mando podremos decir que

la cláusula en cuestión traduce una arbi-

trariedad? La desproporción del valor

fijado con relación al valor real ¡de la

cuota societaria, está sujeta a un alea,

que puedo aroiar resultados positivos o

negativos para el socio, y que si puede
ser arbitraria, en principio, es legitima.
Una cosa es la fijación caprichosa que

encubre una donación inoficiosa y otra,

la que establece un valor razonable que

circunstancias aleatorias convierten en

desproporcionado. Acompañariamos a

Ray sólo en el primer caso, porque la

cláusula “traduce una arbitrariedad" y

“ha tenido una finalidad prohibida por

la ley".
Muchas veces, la diferencia existente

entre el valor real y el estipulado, res-

pecto de la cuota societaria, bien puede
estar destinado a atenuar nel golpe que

supone para la sociedad, la pérdida de

un socio -que la constituía precisamente
por calidades “inherentes a su persona".
Otras veces esa fijación, tiene por resul-

tado impedir la descapitalización (mu-
chas veces la quiebra), de empresas que

son el resultado del esfuerzo sostenido

durante varios años. ¿Es posible hablar

en estos casos de estipulación arbitraria?

Entendemos en cambio, que debe pre-

sumirse encubriendo una donación inofi-

ciosa, el precio predeterminado inferior

al aporte efectivamente realizado, ya que

en este caso la entrega patrimonial no

es aleatoria, sino que aparece integran-
do el contrato.

El Cap. III de la obra, está dedicado al

análisis del problema dentro de la es-

tructura de las sociedadesonónimas. El

Autor, luego de elaborar algunos concep-

tos, breves y precisos, con la oportuna
cita de Coper Boyer, Fisher y Rodríguez

Rodriguez, torno. a la naturaleza de

la acción, expone la doctrina clásica en

la materia, en la que “caracterizada la

sociedad anónima como “asociación de
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capitales", y la acción como “represen-
tación del capital social", se explica que

la doctrina considerara 'que ndpodia li-

mitarse la transmisibilidad de las accio-

nes mediante-cláusulas del estatuto, por-

que era uno de sus atributos esenciales."
En efecto,,como lo señala Siburu —ci-

tado por el auton- y otros autores na-

cionales, la sociedad anónima, es una

sociedad "intuitu rei”, por oposición a la

“intuizu personas”, en que el capital
debe siempre estar representado por ac-

ciones, sin que puedan admitirse partes
de interés, constituyéndose entonces de

esa manera una nueva estructura de so-

ciedad, al margen de la reglarmmación
legal existente.

Las opiniones mas arriba sustentadas.
dan pie al autor para afirmar que “a

diferencia y en oposición al principio de

intransmisibilidad y aplicación de lo dis-

puesto en el articulo 1654- del Código

Civil, que juega en las sociedades de per-

sonas, en las anónimas las acciones son

por esencia transmisibles mediante el c0-

bro del valor que las mismas represen-

tan". Señala a continuación,la evolución
doctrinaria que luego se produio y due.
con el objeto de “difundir la sociedad

anónima y permitir que se adopte esta

forma en aquellos casos en que por el

número de socios no puede constituirse

una sociedad de responsabilidad limitada

y cuando la calidad del accionista tiene

cierta importancia, como en los casos de

sociedades de familia". . . “admitió la

validez de las cláusulas limitativas, siem-

pre que reglamentaran y no suprimieran
la transmisibilidad de la acción". Lare-

visión de algunos casos jtn'isprudeneiales,
le permiten afirmar que "nuestros tri-

bunales han admitido la validez de las

cláusulas restrictivas. sin determinar su

esfera de aplicación, limitándose los pro-

nunciamitos a las particularidades de

cada caso."

El Cap. IV de la mongrafia obieto de

estos comentarios, se intitu‘la “La limita-



ción y la fijación del precio". En él

Rayseopanefirmemnte,aquelatrans-
ferencia de acciones deba hacerse a los

precios fijados estatutariamente puesto

que esto, "puede permitir un abuso de la

mayoria de la sociedad y, violaria el

principio de que la acción debe represen-

tar una parte del capital de la misma",
para-considerar que “si en las sociedades

civiles y aún en'las comerciales de per-

sones, para muchos autores puede admi-

tirse que no existe una equivalencia en-

tre el precio fiiado y la parte del socio

fallecido o que se retira, es en cambio

esencial en la sociedad anónima por la

naturaleza delaacciónydeestetipode
sociedad." '_.

La idea de Ray es que no puede ad-

mitirse que en las sociedades anónimas

los estatutos limiten el precio de transfe-

rencia de la acción, arbitrariamente, sin

fundamento alguno —como no sea el

aprovechamiento de la mayoria- y

dedro de la minoría, porque dicho

acto, es realmente antifimcional y como

tal, no merece la protección de la ley.
De ahi, incluso, que muchos autores ha-

gan alusión a la teoria del abuso de de-

recho, para invalidar dichas cláusulas.

Si considera procedente cambio, que

se reaglamente el procedimiento para

determinar el valor de la acción en rela-

ción al capital social.

Sostiene mas adelante —en opinión

que compartimos- la inaplicabilidad del

inc. 4° del art.’1654 del Cód. Civil a las

sociedades anónimas, pues “si se reco-

noce la validez de las cláusulas restricti-

vas a la transmisibilidad, como excepción
a los prina'pios característicos de la ac-

ción y de la sociedad anónima, no puede
admitirse la de aquellas cláusulas que

dematuralicen esos principios y dejen los

derechos de los accionistas minoritarios

merced de la voluntad do los mayorita-
rios."

Con mucho acierto agrega Ray, que

“la ley no ha cmsagrado mi forma ex-

presa los principios que sustentamos por

que en la fecha de su formulación no se

conocia la validez de las cláusulas reo-

trictivas y_ la doctrina era terminante-

mente contraria, pero una vez admitidas,
la esfera de estas estipulaciones no puede
extenderse a supuestos que signifiquen
una supresión de los atributos esenciales

de la acción y de los dercbos del accio-

nista que el legislador ha deseado pro-

teger."
Es evidente, que si la opinión susten-

tada por Ray implica una limitación al

principio de la autonomia de la voluntad

que tan enfáticamente consagra el art.

1197 del Código Civil, ésta no es arbi-

traria, y si lo seria en cambio, la que

resu'ingiese hasta suprimirlo en la prác-

tica, una caracteristica esencial del titu-

lo-valor que ocupa nuestra atención: su

transmisibilidad.

Un cita da Moreau, advierte que en

Francia se decidió en cierto fallo, "que
puede ser declarada leonina la cláusula

por la cual el estatuto dispone que la

asamblea general fijará cada año arbi-

traria y soberanamente el precio de las

acciones."

El autor cierra‘ el capitulo, reprodu-
ciendo las conclusiones a que arribara el

juez en un caso reciente, 1-en el que‘ le

tocó patrocinar a la parte demandada—,

y que sentó su tesis “sobre la libre trans-

misibilidad de las acciones al portador,
la inaplicabilidad de los incisos 3° y 4°

del articulo 1654 del Código Civil a las

sociedades anónimas, el reconocimiento

del derecho de preferencia y la anula-

ción de toda maniobra mediante l'a cual

la mayoria pueda privar a la minoría

del valor real que la acción representa".
— Ponderadas‘“conclusiones”, formando

capitulo aparte, condensan finalmente,

el pensamiento del autor.

A pesar de la brevedad de este trabajo.

el estilo conciso y llano del autor, realza

la profundidad conceptual de las reflar
¡iones que formula y obliga a repensar
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.tan importante materia, sobre todo, ante

la enorme difusión que va alcanzando la

estructura de la sociedad anónima, para

las “sociedades de familia", donde con

más persistencia se hace presente el pro-

blema, precisamente, porque siendo so-

ciedades “intuitu personne”, adoptan la

forma propia de_las “intuitu rei”. Cons-

tituye éste sin duda alguna, un valioso

aporte a la escasisima bibliografia nacio-
nal sobre la materia, ya que la doctrina

extranjera acusa' otro desarollo, como

puede verse en la que cita al autor, y

otros como Garo, al hacer alguna refe-

rencia al tema.

Tnómn szmu'nr

Gurnunuo A. Donna, Manual de Obligaciones (437 págs). Ed. Perrot, Buenos

Aires, 1959.

A los ya difundidos Manuales de De-

recho Civil Parte General, Familia y

Sucesiones, se ha agregado ahora el de

Obligacioms; es, como. aquellos, una

obra útil para el estudiante, por su niti-

dez metodológica y conceptual, y por la.

concisa claridad de su exposición, carac-

teristicas éstas bien conocidas de todos

los libros de Borda. Difiere sin embargo
este Manual, de los restantes de su

autor, por la menor vastedad de su con-

tenido, el que sólo posibilita un conoci-

miento estrictamente elemental de una

materia de tanta trascendencia como es

Obligaciones.
El desarrollo de la obra, dividida en

ll capítulos que abarcan la totalidad de

la asignatura, se ajusta a un esquema

por asi decirlo clásico, aunque tratando

de adecuarse en algunos aspectos a la

moderna orientación dogmática que pre-

side la enseñanza del Derecho de las

Obligaciones en la Facultad de Derecho

y Cicias Sociales de Buenos Aires. Nos

reieriremos brevemente a cada uno de

dichos capitulos, algunos de los cuales

creemos que pueden bastar para el cono-

cimiento de los puntos ep ellos desen-

vueltos, mientras que otros, por la mayor

importancia de los temas que los consti-

tuyen, entendemos que deben ser com-

pletados con una bibliografia especiali-
zada. Trataremos sobre todo de destacar

la posición del autor frente a los proble-
mas mas controvertidos, en varios de los
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cuales disentimos con las soluciones por
él propugnadas.

El capitulo I, llamado Teoria General
de las Obligaciones (tal denominación
responde, en puridad, a un significado
más amplio que el contenido de este ca-

pítulo) comprende los conceptos genera-

les (antecedentes liistóricos, definición,
caracteres, metodologia, con

los derechos reales — el autor rechaza

las doctrinas que los asimilan—, dife-

rencias con los derechos de familia, etc.).
A1 tratar de los elementos de la obliga-
ción, omite, como ya es lugar común en

nuestra doctrina, el análisis especifico
de la capacidad de obligarse; respecto del
objeto, Borda niega la posibilidad del

contenido emapatrimonial de la presta-

ción, basándose en una presunta distin-

ción entre “la prestación u objeto de la

obligación, que siempre debe tener con-

tenido patrimonial" y “el interés prote-

gido, que puede .o no ser patrimonial", y

sosteniendo que “según el art. 953, el

objeto de las obligaciones debe estar en

el comercio, vale decir, debe ser aprecia-
ble en dinero" (conceptos que no' son

estrictamente equivalentes). Creemos

que este punto debe ser completado, para

tener una visión cabal e imparcial del

problema. Lo misnío opinamos sobre el
estudio que el autor efectúa de la causa,

en la cual adhiere a la posición “causa-

lista", más concretamente —como el lo

manifiesta- al “concepto subjetivo de



causa" (al que expone en realidad con

bastante oscuridad). Por otra parte no es,

a nuestro juicio, bastante explicita la vi-

sión que el autor brinda de la tesis anti-

causalista, y creemos muy fuera de lugar
suañrmación de que “la tesis anticausa-

lista esta hoy en franca derrota", cuando

en nuestro pais ’ata, ademas de una só-

lida base jurisprudencial (jamás se anu-

ló un acto por ilicitud de causa, que no

fuera en el fondo, un caso de ilicitud de

objeto), es sostenida por juristas de la

talla de Bibiloni, Salvat, Galli, Boffi

Boggero, Risolia y Spota. Termina este

capitulo con el examen de las fuentes de

las obligaciones (acepta Borda la reduc-

ción a la voluntad y la ley) y la inter-

dependencia de las obligaciones princi-
pales y accesorias.

En el capitulo II el autor se re'fiere

a los efectos de las obligaciones, clasifi-
cándolos en normales (cumplimiento de

la prestación) y manuales o subsidiarias

(indemnización de daños); al hablar de

los últimos, vislumbra la necesidad de

distinguir entre las obligaciones nacidas

de la decisión voluntaria licita y las que

lo son de los hechos ilícitos, por configu-
rar las mismas distintos sistemas de res-

ponsabilidad; es de lamentar que un

tema fundamental como éste carezca de

un más amplio desarrollo en el libro.

Luego enumera como elementos del in-

cumplimiento la mora y la imputabili-
dad (adelantando que ésta se presume
una vez probada aquélla; la culposa por

supuesto).-A la mora le atribuye un ca-

rácter puramente objetivo (conforman-
dola con el retardo y la interpelación),
prescindiendo del dolo o culpa, elemento

al cual considera relacionado con la res-

ponsabilidad emergente de la mora y no

con ésta en si. En materia de culpa, el

autor adopta la posición pluralista, ale-

gando la existencia de diferencias sus-

tanciales entre la culpa contractual y la

aquiliana; distimos con esto, y consi-

deramos exigua la fundamentación que

él hace, de ambas posiciones. El presente

capitulo refiérese después al caso fortui-
to, la teoria de la imprevisión, la indem-

nización (el autor se inclina a rechazar,
aún de "lege ferenda", la reparación del

agravio moral en el caso de incumpli-
miento ccmn'actual) y la cláusula panal.

El capitulo III abarca el estudio de los

Derechos del acreedor sobre el patrimo-
nio del deudor; iniciándose con una bre-

ve teoria general, comprende luego el

análisis de las acciones subrogatoria, ra-

vocatoria y de simulación. El capitulo
IV, sobre clasificación de las obligacio-
nes, se divide en tres partes: 1) obliga-
ciones naturales, 2) de las obligaciones
en cuanto a su objeto (al examinar las

obligaciones de dar sumas de dinero, el

autor admite, de “lege lata", la tesis

—con que disentimos, sin perjuicio do

aceptarlo, con ciertas modalidades, de

> “lege ferenda"— de que el acreedor pue-

de obtener una indemnización suplemen-
taria, a más de los intereses, en caso de

probar perjuicios mayores), y 3) de las

obligaciones en cuanto al sujeto. Estos

capitulos, lo mismo que los subsiguien-
tes: V Modalidades de las obligaciones,-
VI Transmisión y reconocimiento de las

obligaciones,- VII Extinción de las obli-

gaciones, y VIII Prescripción, presentan,

expuesto en forma ordenada y sistemá-

tica, un panorama sintético pero ade-

cuado de las instituciones a que hacen

referencia.

El capitulo IX, bajo el rótulo de Res-

ponsabilidad eztracontractual, contempla
uno de los aspectos más fundamentales

de la materia. Lamentamos que, en vis-

ta de la trascendencia que este tema

presenta en la' actualidad —como el mis-

mo autor lo reconoce— no se le haya

dado una extensión mayor, acorde con

dicha importancia; y lo lamentamos do-

blemente, porque nos parece que el tema

ha sido bien encarado, pero su desarrollo

no ha ido más allá de los conceptos muy

generales, lo que "unido a algunas omi-
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siones —que trataremos de indicar-

nos mueve a afirmar la imperiosa ne-

cesidad de completarlo. El capitulo se

divida en 5 secciones; la primera de ellas

se refiere a las nociones generales, in-

cluyendo la enumeración de los elemen-

tos de los actos ilícitos (donde se omite

por completo, como desgraciadamente es

común en nuestra doctrina civilista, el

estudio de las teorías relativas a la re-

lación de causalidad entre el hecho y el

daño). Pero en esta misma sección cabe

destacar la vigorosa critica de Borda

contra el sistema subietivo de responsa-

bilidad, imperante en nuestro Código.

demostrando con categóricos argumentos,

la mayor lógica y superioridad de la

teoria objetiva del riesgo creado. Sin em-

bargo, nos sorprende cuando inmediata-

mente después vemos que trata de dis-

tinguir entre “hechos ilícitos propiamen-
te dichos” (son para él. los hechos pro-

pios del agente, los cuales, al llevar im-

plícito un juicio moral de valoración,

hacen podble la aplicación de la teoria

de la culpa) y los “hechos no ilícitos o

neutra” (daños producidos por depen-
dientes o por cosas, dentro del marco de

actvidades lícitas pero peligrosas); pen-

samos que esta diferenciación es discu-

tible, porque precisamente al producirse
el daño, el hecho entronca en la figura

genérica del ilícito objetivo. Las seccio-

nes 2' y 3' tratan, con muy buena me-

todologia interna, de los delitos y los

cuasidelitos; la 4' lo hace sobre el ejer-
cicio de las acciones de indemnización

(donde se pasa por alto, al hablarse de

la cosa juzgada, el importante problema
do la asimilación o distinción de la sen-

tencia absolutoria con el sobreseimiento

definitivo). La sección 5' se refiere a la

reparación de los daños (judicial 'o le-

gal), mientras que la 6' hace lo propio
con las responsabilidades de carácter ea-

pecial (de las personas jurídicas, profe-
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aionales, accidentes de trabaio, transpor-

te, eta), punto que por su ’en'güidad
consideramos que debe ser ineludible-

mente ampliado. Concluye el capitulo
Con una brevisima mención de las obli-

gaciones “ex-lege".
El capitulo X comprende dos partes:

en la primera, un correcto desarrollo

del enriquecimiento sin causa,- en la se-

gunda, la controvertida teoria del abuso

del derecho, cuya vigencia el autor sos-

tiene decididamente. No entraremos a

criticar su posición, la que no compar-l
timos en lo más minimo; los argumen-

tos por él expuestos, como los que nos-

otros podriamos oponerle, son ya dema-

siado conocidos.
i

El último capítulo constituyeel estu-
dio de los privilegios-y el derecho de

retención. Debemos destacar la plausi-
ble inclusión de estos temas, pues es

esta la primera oportunidad en que se

pone al alcance del alumno, en forma

resumida pero completa (dentro del

contexto de un libro de obligaciones)
un panorama accesible de ellos; y será

de mucho utilidad.

Las conclusiones finales a que 'pode-
mos arribar sobre esta obra, son induda-

blemente favorables; es un buen Ma-

nual (como todos los de Borda), y pen-

samos que para la persona que desea

obtener un conocimiento básico de la

materia, puede servir en forma mucho

más ventajosa que cualquiera de los de-

más manuales actualmente en circula-

ción; pero al mismo tipo opinamos

que el lector debe, necesarianente, com-

pletarlo, en especial en los puntos que

hemos procurado señalar a través del

comtario. Agregnemos por último que

la excelente edición de Perrot, nítida j
sin errores, es un factor más de mestre

inicio

Puno A. Hoava-rn



Mmm A. Can/luna, Derecha's'de la revolución y deberes del golpe de mado, Bue-

nos Aires, junio de 1960.

-»El profesor Ceballos desarrolla a tra-

vés de catorce capitulos tres ideas fun-

damentales, siendo las dos primeraspre-
misas de la conclusión-tesis que la ter-

cera involucra. a) Diferencia conceptual
entre Revolución y Golpe de Estado;

b) Ertralirnitaciones anticonstituciona-

les de los que, surgidos de golpes de

Estado, se llaman a si mismos "Gobien

nos de Facto" o “Gobiernos Revolucio-

narias"; c) Necesidad imperiosa de in-

criminar tales extralimitaciones, median-

te una figura penal nueva que permita
hacer efectiva la Constituciónen lo que

respecta a división de poderes, indepen-
dcia y estabilidad de la magistratura
judicial, garantias fundamentales para la

incolumnidad de los derechos individua-

les y colectivos de la ciudadanía en todo

régimen republicano.
a) Para que exista "revolución" de-

ben actuarsey en su plenitud, según el

autor, los siguientes elementos: l) Re-

emplazo efectivo ’de quien es Jefe Supre-
mo del Estado; 2) Transformación del

sistema o forma de gobierno; 3) Modi-

ficación del sistema jurídico (de la Cons-

titución en primer lugar); 4) Una lu-

cha entre dos bandos con pardoipación
activa del elemento civil, una lucha "en

que el pueblo intervenga de alma". Las

facultades de este gobierno son ilimita-

das, tanto en cuanto al ejercicio del po-

der político corno en 'lo que hace al or-

den juridico. Smgira un nuevo derecho:

el Derecho de la Revolución.

Todo otro sacudimiento institucional

que no reúna tales elementos entra en

la categoría de golpe de Estado. Por

aplicación de estos conceptos con refe-

rencia a nuestra historia patria (el autor

analiza minuciosamente asimismo episo-
dioadelahistoriadeFrancia) sonrevo-

lociones: la de Mayo y los llamados

“sucesos” de Caseros y de Pavón. Son en

cambio golpes de Estado los movimientos

del 30, del 43 y del 55.

El golpe de Estado, para mantenerse

en el campo de la legitimidad, abarcará
exclusivamente el sector politico del po-

der, sector en el cual según el autor sus

funciones revestirán legitimidad análoga
a la de la gestión de negocios. Además
sus actos no deberán transgredir el dere-

cho vigente, la Constitución primer
término. De lo contrario la juridicidad
desaparece y quienes asumieron su di-

rección seran “usurpadores de Gobier-

no". Tales los Deberes del Golpe. de

Estado.

b) La distinción entre Revolución y

Golpe de Estado no es una cuestión ter-

minológica, sino necesaria para deslin-

dar responsabilidades. Ati señala como,

en los años 30, 43 y 55 los titulares

de los golpes de Estado no cumplieron
con los deberes inherentes al mismo, se

earn-alimitaron del sector de su actua-

ción legítima y se proclamaron Gobier-

nos de Facto o Revolucionarias, titulo

que les permitió absorber no sólo el

Ejecutivo sino los dos poderes restantes.

“Esa es la consecuencia de asignar ca-

rácter de revolución a lo que no la

tiene".

En efecto, dejando de lado el respeto

proclamado a la Constitución “legisla-

ron indiscriminadamente a semejanza del

propio Congreso" y avasallaron el Poder

Judicial. No se pensó ‘en el juicio poli-
tico establecido por la Constitución para

quienes han sido nombrados de acuerdo

con el art. 61, inc. 17, y 86, inc. 5, ni

en los arts. 95 y 96. El autor considera

que aún en el año 55 en que la reestruc-

turación de la magistratura se explicaba
en cuanto sus integrantes eran incondi-

cionales del presidente depuesto, aún en

este caso, existe una solución acorde con

los principios constitucionales: suspender
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a los magistrados y supeditar su desti-

tución al respectivo'juicio politico. En el

inter-in serian reemplazados por personas

de reconocida versación juridica selec-

cionados por organismos competentes y

desvinculados por completo del jefe del

movimiento.

c) La función de facto puede ejercer-
se “abusiva o extensivamente". En la

consideración de esta última se detiene

el autor, ya que la anterior se refiere

a actos inherentes al Poder Administra-

dor ejercidos mi forma abusiva, previs-
tos por el art. 248 del C. Penal. Nuestro

Código llena las funciones que la Cons-

titución le ha asignado (art. 67, inc. 11)
en cuanto a usurpación de cosas y de

cargos o funciones públicas; desoye, en

cambio, su imperioso mandato en mate-

ria de "usurpación de Gobierno" (arts.
29, 1°, 2, 67, incs. 2°, 4, 7° y 19 de

nuestra Constitución). Los arts. 227 y

215 del C. Penal “sancionan a los bene-

factores pero no al beneficiadocon aque-

llo que se supone una infame traición

a la Patria", no incriminan al principal
agente del hecho. Nuestra doctrina se

ha mostrado pacífica al respecto, como

lo hace notar en detalle el autor en el

cap. XII in fine. Lo mismo ocurre en

paises latinoamericanos cuya situación

jurídica analiza (Colombia, Cuba, cap.

XIII). Y es precisamente este vacio

doctrinario y positivo en materia de

tanta importancia institucional el que

lleva al autor a demostrar que la “usur-

pación de gobierno” es un delito crimi-

na'l' y como tal debe ser sancionada por

el derecho positivo.
Primero analiza el Dr. Ceballos cómo

nuestro C. Penal no conthmpla la situa-

ción. Obviamen'te no puede encuadrarse

la “usurpación de gobierno" en los arts.

211, 220, 226, 229 y sig., 210. Sólo hay
una figura que reviste semejanza pero
no identidad: la de los arts. 246 y 247.

La diferencia fluye de la amplitud del

objeto. El caso contemplado por el C6-

169

digo se. refiere a usurpaciónde funcio-

nes, el que se analiza a usurpación de

gobierno. Por otra parto, la pena esta-

blecida por estos arts. es menor que la

quecorresponde por el art. 27, lo que

implicaría el absurdo de aplicar una san-

ción mayor a los que secundaron al usur-

pador del poder que al usurpador mismo.

De inmediato se propone demostrar

cómo la “usurpación de gobierno" re-

úne los elementos de una verdadera fi-

gura delictual. Señala como tales: l) La

existencia de un momento exacto en su

producción (cuando el agente conoce

asuntos propios de otra rama de gobierno

__ocuando modifica o reestructura la com-

posición del Poder al -cual es ajo);
2) La eristencia- de varios sujetos ao-

tuantes (autores principales, cómplices,
instigadores, victimas);‘3) Bien lesiona-

do: De índole material: el Fisco resulta

perjudicado patrimonialmente por cuan-

to debe hacer frente a la obligadón de

resarcir. De índole moral: "el saldo de

corrupción que invecta en la mentali-

dad colectiva: duda, escepticismo hacia

las instituciones y valores permanentes.

4) Dolo: A1 analizar este elemento tie-

ne en cuenta los enfoques de la ciencia

penal en figuras análogas (arts. 246 y

247). Según ella el presunto culpable
queda liberado cuando ha mediado error,

“cualquiera sea su naturaleza". Y aún

cuando hace la salvedad de no estar de

acuerdo con el criterio benévolo que al

respecto denotan nuestros penalistas, de-

muestra el autor, la imposibilidad de

que en el caso de “usurpación de go-

bierno" se den tales eminentes.
Tal es, en sus aspectos más salientes

según nuesn'o parecer, la tesis desarro-

llada por el Dr. Ceballos, tesis que en

lo fundamental compartimos, aunque no

asi varias de sus-apreciaciones colatera--

les. Es evidente que aborda un tema de

vital importancia, y lo hace en momen-

tos en que vemos a parte de nuestro

continente azotado por la prepotencia o



bajo amenaza casi continua de Sucumbir

a ella. La incorporación de normas como

las propiciadas por el autor que subsa-

n_en el vacio que se advierte en nuestro

derecho positivo, al señalar el ámbito de

actuación legitima de quien encabece un

golpe de Estado, contribuirá en alta me-

dida a mantener el principio de la divi-

sión de poderes, esencia misma de todo

gobierno liberal.

MARIA Amam 011mm

HÉCTOR P. Mármaz, [a subasta pública en el mundo Greco-Romano. Abeledo-Pe-

rrot Editores, 1960, 270 páginas.

El Instituto de Derecho Comparado de

la Facultad de Derecho y Ciencias So-

ciales, de la Universidad Nacional de

Buenos Aires, acaba de incorporar a su

bibliografia especializada, como valioso

aporte a las ciencias jurídicas argentinas,
la útil e interesante obra del Dr. Héctor

P. Méndez: La Subasta Pública en el

mundo Greco-romano.
.

Como remoto antecedente histórico, se

sabe por el viejo Herodoto, que la venta

de esclavos se realizaba en Asiria y Fe-

nicia en subasta pública, procedimiento
que era, asimismo, empleado para ena-

ienar a las jóvenes casaderas en la legen-
daria Babilonia, y Tracia e Iliria

para entregar en propiedad a las niñas

aún núbiles.

Pero se afirma, no sin fundamento,
que el procedimiento de la subasta pú-
blica se impuso como elemento indispen-
sable para la realización de los contratos

verbales de compra venta, con la inven-

ción de la moneda, que terminó con el

trueque "como procedimiento exclusivo

de las transacciones comerciales.

Las tres especies de subasta pública
eran: la Administrativa, la Judicial y

la Particular. Estas modalidades, con sus

características diferenciales y finalidades

especificas son exhaustivamente investi-
gadas por el autor de la obra en Grecia,
Roma y el Egipto bajo la administra-

ción de los Lágidas, acaecida con el ad-

venimiento de los Ptolomeos al trono

de los Faraones, como consecuencia de

la conquista de Alejandro el Grande.

El lugar donde se realizaban las su-

bastas públicas, especialmente las de ca-

rácter administrativo, respecto a las cua-

les se ha podido recoger abundante ma-

terial informativo eran: el Ágora en

Grecia y el Foro en Roma.

Tanto el Ágora como el Forum eran

en Grecia y Roma el centro cívico-de

las comunidades urbanas, elementos in-

tegrantes de la estructura de las ciuda-

des como elementos urbanisticamente di-

ferenciados por factores sociales, geográ-
ficos y climáticos.

La ciudad planificada en forma de

damero, que perdura hasta el presente
como una aberración inadaptable a los

nuevos elementos de la vida humana in-

corporados por milenios de progreso, fue

una invención oriental. Esto se ha pues-

to en evidencia en los recientes descu-

brimientos arqueológicos realizados por

los exploradores en el valle del Indus y

en la fundación, revolucionaria para su

tiempo, del Faraón Akten-Abon, quien
2700 años antes de Cristo y en el trans-

curso de 25 años construyó en las ma'r-

genes del Nilo una ciudad estructurada

urbanisticamente por el clásico damero.
en el lugar del emplazamiento actual

de la villa de Tel-el-Amon;

Pero el'sistema planificador de los

griegos, atribuido al arquitecto Hippo-
damus de Mileto, aún siendo en forma

de damero, se diferencia del egipcio,
donde el centro de la ciudad era el

templo o el palacio del Faraón, en que

la estructuraurbana se desarrollaba en
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torno a un espacio abierto: el Ágora,
centro cívico de la ciudad donde se re-

unía la ciudadania para discutir e inter-

cambiane todo tipo de informaciones, tan-

to de caracter cultural como comercial.

Fué asi como en sus comienzos el

Ágora fué el lugar de reunión del pue-

blo griego, centro cívico vivo, dinamico

paraje propicio a las más nobles activi-

dades del espíritu, excepto de aquellas
concernientes a la religión, que tenian

por refugio sagrado el recinto en la

Acrópolis. Fué recién en el siglo v antes

de Cristo, con el acrecentamiento de la

riqueza y la actividad creciente del co-

mercio, que el Ágora se transformó en

un centro comercial propicio para toda
'

clase de transacciones y, especialmente,
paraje apto y casi exclusivo para la

realización de las subastas públicas.
En sus origenes, las ciudades griegas
estructuráronse urbanisticamente alrede-

dor del Ágora como simple espacio abier-

to, que fué posteriormente rodeado de

edificios públicos, y en la posterior evo-

lución helenistica embellecido por co-

lumnas y pórticos que cerraban ámbitos

cubiertos en forma de galerias, la Stoa,
destinada a proteger a la multitud de las

inclemencias climatéricas.

El Foro romano era un lugar de ac-

tividades promiscuas, donde diversos edi-

ficios de carácter religioso, judicial y

comercial se agrupaban para prestar
servicios útiles a la población.

Ya sea en el Ágora o en el Foro,
es evidente que eran lugares públicos
donde el dinámico trajin ciudadano po-

dia ñnerse 'en contacto con los prego-

nes que anunciaban las subastas públi-
cas para un determinado dia y hora,
haciendo conocer a viva v'oz las condi-

ciones de venta o las especificaciones

incorporadas a una determinada lici-

tación.

Eran frecuentes las subastas adminis-r

trativas vinculadas con las actividades

del Estado, tales como el arrendamiento
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de la percepción de impuestos de todo

tipo, la explotación de minas, la licita-

ción para construir una determinada

obra pública o reparar las existentes, el

aprovisionamiento de armas, vestimentas

o víveres destinados a llenar las nece-

sidades de los ejércitos y armadas, etc.

Estas actividades múltiples del Estado

dieron lugar a la organización de diver-

sas sociedades de capitalistas, que como

la de los publicanos, que se dedicaban

al cobro de impuestos, percibiendo por

sus actividades, bien organizadas bajo el

punto de vista burocrático, beneficios

verdaderamente usurarios.

Cuando el Estado era acreedor, la su-

basta pública se hacia yendo de un pre-

cio maximo a uno menor,-en ofertas su-

cesivas, otorgandose, especialmente a la

construcción de las obras públicas, al

ofertante que se comprometía a reali-

zarla al menor costo.

La subasta administrativa en el Egipto
bajo el gobierno de los Lágidas se ca-

racterizaba por ser las ofertas escritas,
las que eran consideradas por una co-

misión que apreciaba cuál de ellas era

más ventajosa a los intereses del Estado,

adjudicándose al mayor postor a titulo

provisional, ya que los precios cotizados

podian ser sobrepasados en una segunda
puja que no debía ser inferior en un

10 % a la primitiva cotización. Estas se-

gundas ofertas se hacian en la oficina

de arrendamientos y la banca real,
dándose un plazo de diez dias a los nue-

vos concurrentes a esta segunda licita-

ción de mejoras de precios.

La subasta judicial tenia por objeto
en Grecia la locación de los bienes de

menores bajo tutela, para la venta de

personas libres y de niños abandonados

por sus padres. Era obligación de los

tutores adjudicar al mejor postor la ad-

ministración de los bienes de sus pupilos.
En Roma eran vendidos en subasta

judicial los bienes de los deudores insol-



rentes y las propiedades indivisas de

¡zo-herederos y co-propietarios.
Entre los griegos la subasta particular

se utilizaba para el ajuste verbal de los

contratos de venta y locación por un

precio cierto en dinero. En tal forma

eran vendidos los esclavos y los prisio-
neros de guerra, y a partir del siglo vn

o vr antes de Cristo los bienes inmue-

bles, que hasta ese entonces eran ine-

najenableS.
En Roma la subasta particular fué el

medio preferido para adquirir legitima-
mente el dominio sobre todo fipo de

bienes muebles e inmuebles: casas, tie-

rras, mercaderias, los productos de la

tierra, esclavos, ganados, etc. Eran

subasta pública vendidos como esclavos

los prisioneros de guerra, que en un

momento dado llegaron a ser hasta cien

mil los enviados a Roma desde los dis-

tintos puntos del Imperio donde los ejér-
citos victoriosos no daban tregua en la .

captura del botin humano.
‘

La obra comentada del Dr. Héctor P.

Méndez constituye de por si un valioso

aporte informativo al tema, tratado con

gran amplitud. Su utilidad excede el

campo jurídico al que se destina la obra,
que ha de servir como consnlta a histo-

riadores, arquitectos, urbanistas y a cuan-

tos se interesen por conocer el pasado
de la civilización greco-romana. Pues lo

anecdótico intercalado en el texto en for-

ma epigramática, no por su brevedad

deja de tener interés para el investiga-
dor, que verá estimuladas sus apetencias

intelectuales en forma seductora para

ahondar en la búsqueda de conocimi-

tos históricos del pasado.
El autor ha estudiado con verdadera

capacidad 'de investigador todas las ca-

racteristicas de la subasta pública: forL

mas, modalidades, publicidad, persona-

jes, costumbres, penalidades, tradiciones,
etc. Fácilmente podrá asi constatarse c6-

mo las costumbres de un pasado milena-

rio perduran actualmente en la civiliza-

ción de Occidente, con caracteristicas

propias a las modalidades de cada pais.
La laboriosidad del autor de la obra

y la autenticidad histórica de su impor-
tante aporte a nuestra cultura juridica,
se evidencia a través de 1.260 citas be-

cbas al pie de las 210 páginas de texto,

donde el lector hallará la posibilidad de

ahondar en sus conocimientos en el sen-

tido en que sea orientado por sus pre-

ferencias.
'

-

Ademas. debe destacarse que el Indice

Onomástico cita 257 nombres y el Indice

de Materias abarca 861 temas y el nú-

mero de autores y documentos consul-

tados llega a 105, lo que revela un

esfuerzo ponderable por parte del autor.

Valioso aporte para la cultura jurí-
dica e histórica de la Argentina es el

esfuerzo realizado por el Dr. Héctor P.

Méndez, en una obra que evidencia se-

riedad informativa y paciente investi-

gación, traducida a lenguaie vivo con

condsión de estilo y claridad de pen-

samiento.

Joao: Suave-rn Bravas

Enunoo Joao: Luz, la personalidad del consorcio da propietarios creado por la

ley 13.512; m Diario “La Ley" del 26 de agosto d; 1950.

Hace algún tiempo, en las páginas de

esta Revista (N° 9) apareció un ar-

ticulo del Dr. Manuel A. Laquis titu-

lado Naturaleza jurídicadel comercio de

propietarios, en el que a guisa de co-

mentario a un fallo del Tribunal del

Trabajo N’ 2 de Mar del Plata, se estu-

diaba este delicado problema, arribando

su autor a una conclusión negativa: es

es decir, afirmando la inexistencia de

una personalidad -—siquiera restringida-
en el llamado consorcio de propietarios._
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El tema, que es y fué objeto de una

profusa bibliografia, ocupó en repetidas

oportunidades la atención de los tribu-

nales, los que en general se han volcado

hacia una solución opuesta a la reseña-

da, por consultar más fielmente las ne-

cesidades prácticos.
A esta última conclusión llega tam-

bién el autor de la nota de que hoy nos

ocupamos, y que aparece como un co-

mentario a un fallo de la sala II de la

Cámara Nacional del Trabajo, en el

cual se declaró que “una demanda por

reincorporación al trabajo no puede ser

dirigida contra el comercio de propieta-
rios, pues éste no existe como ente inde-

pendiente de la propia personalidad in-

dividual de sus integrantes".
El Dr. Laje, conocido especialista en

materia de propiedad horizontal, da una

visión del problema donde ya se puede
advertir que la solución particular del

mismo depende de cual sea la opinión

que se tenga acerca de ese gran tópico
del derecho contemporáneo que es el de

las personas de existencia ideal. El au-

tor adhiere a la posición. que propicia
la siguiente interpretación dentro de

nuestro derecho: hay dos tipos de per-

sonas: de existencia ideal y fisicas; las

primeras a su vez pueden ser: o perso-

nas jurídicas, o simplemente personas de

existencia ideal que no son personas ju-
ridicas. El- consorcio de propietarios ae-

ría una especie dentro de este último

género, es decir, seria una persona'de
existencia ideal que no es persona jurí-
dica. Por lo tanto constituiría un ente

distinto a la individualidad de sus inte-

grantes y por ende tendria aptitud para

adquirir derechos y contraer obligacio-
nes. Para decirlo mas claro aún: ten-

dría personalidad.
I

Afirmando sus tesis de que el consor-

cio es un sujeto de derechos, dice el

Dr. Laie: La ley estructura, pues, el

consorcio como cuerpo'o ente colectivo,
le asigna órganos destirndos a recoger

y ejecutar su voluntad y le fifa una

esfera de actuación, todo ello con artic-

ter necesario. ¿Qué más puede pedirse

para reconocer que "el consorcio es un

sujeto de derecho?

Lógicas aparecen las ahaciones del
-

autor, sobre todo si se tienen en cuenta

los problemas prácticos que la dilucida-

ción del ¡asuntocompromete.

Cultos A. R. IAOOMMNO

Gurmamo L. ALLENDE, La defensa de la posesión y la tenencia en nuestro Código
Civil y en los códigos contemporáneos. “La Ley", Buenos Aires, 18 de agosto
de 1960 (T. 99).

Con firmes argumentos vuelve a ocu-

parse el profesor Allende de la posesión,

agregando a lo expuesto en sus conoci-

dos trabajos sobre el tema, nuevos ele-

mentos —esta vez referidos a la defensa
de dicha institución y a3 la tenenciqr,
y señalando en lo que a ello respecta,
la posibilidad de una leve reforma de

nuestro Código, la que lo colocaría —co-

mo él dice- exactamente en la linea

de los códigos modernos.

Comienza el autor precisando la con-

cepción exacta de Savigny sobre los ele-

1-64

mentos de la posesión. "Corpus": estado

de hecho que permite disponer de la cmo

y al mis-mo tiempo impedir toda acción

extraña,- “animus demini": tener una co-

sa no reconociendo en otro la propiedad y

conservando la cosa con un fin especial,
por eiemplo a cansa de los fmtos que

ella produce. Concepción ésta que es- le

contenida, con absoluta fidelidad, por

nuestro art. 2351.

Allende entra entonces a considerar

los códigos contemporáneos, los más ca-

racterísticos: alemán, suizo e italiano.



afirmando categóricamente —y demos-

tróndolo- que éstos también adoptaron,
exclusivamente, el pensamiento de Sa-

vig'ny. Hay, en el código alemán, prue-

bas decisivas: su art. 854 dice: “La po-

sesión de una cosa se adquiere-por la

obtención de un poder de hecho sobre

la cosa"; el mismo Ihering, lamentán-

dolo, reconoció que con esta norma se

imponía la posición de Savigny sobre el

"corpus". Pero —aclara Allende- al asi

denominarse posesión al corpus (en ra-

zón de conferir este código —-como los

que lo siguieron- tanto al poseedor co-

mo al simple tenedor, las mismas de-

fensas) no se ha excluido el “animus

demini", sólo que de este modo se con-

figuran varias categorias de posesión

—mediata, inmediata, fingida, en nom-

bre propio, etc¿—, complicandose la ter-

minología y los conceptos. Ya el código

suizo trató de retroceder frente a estas

complicaciones (suprimiendo la catego-

ria alemana de “servidores de la pose-
sión"), pero fue el código italiano de

1942 el que concretó la reacción, vol-

viendo a llamar posesión a la posesión

y tenencia a la tenencia, sin perjuicio
de acordar también a ésta, defensas po-

sesorias.

Se pregunta luego el autor si también

en nuestro pais puede considerarse nece-

sario dar'a la tenencia esta clase de de-

fensas; y si bien llega a una conclusión

en términos generales negativa (salvo

para el locatario, cuyo derecho —efir-

ma- presenta en el código argentino

(art. 1498) bastantes similitudes con un

derecho real), propone no obstante —pa-

ra el caso de que ello quiera hacerse,
a fin de colocar al Código en la linea

del suizo y alemán- una solución clara

y sencilla. En vista de que la única

norma que se opone a que el tenedor

goce de las acciones posesorias es la del

art. 2480, éste deberia ser modificado,

quedando redactado en la siguiente for-

ma: "La puesión para dar lugar a las

acciones posesorias, debe reunir las com

diciones requeridas en este titulo. La te-

nencia fundada en un titulo, será defen-

dida también por las acciones posesorias".

Finalmente, Allende se ocupa de otro

aspecto importante: el objeto de las ac-

ciones posesorias. En el Código Civil ar-

gentino éstas sólo corresponden para los

inmuebles (art. 2487), a diferencia de

los códigos modernos, donde tutelan tam-

bién las cosas muebles. La última solu-

ción es la que el autor —opinamos que

con mucha razón- considera adecuada.

Es que la vida contemporánea ha for-

zado la exclusión de ciertas cosas mue-

bles importantes del régimen del art.

2412 (razón de ser de la mencionada

limitación del art. 2487): buques, aero-

naves, automotores, ciertos papeles de

comercio, etc. Para estos muebles, úni-

camente, propone el autor la concesión

de acciones posesorias, mediante el agre-

gado del siguiente párrafo al art. 2487:

“También las acciones pasesorias corres-

ponden a los poseedores de nuebles,
cuando se trate de cosas que están ez-

cluidas de la presunción de propiedad

que determina el art. 2412".

Con leves retoques como los propug-

nados —concluye acertadamente Allen-

dé- nuestro Código puede quedar per-

fectamente al nivel de los contemporá-

neos, probéndose asi una vez más qua

la gran obra de Vélez conserva aún toda

su vigencia y actualidad.

- PABLO A. Hoawrrn
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Eounno R. Surroarm, Principios y orientaciones generales para la codificación

del derecho de trabajo y de la seguridad social; en “Lll hy”, tomo 96' pág.

843/851.

Comienza el autor de este articulo

afirmando que el contenido del Código

a dictarse, como consecuencia de la pres-

cripción constitucional incorporada en

1957 al articulo 67, inciso ‘ll, servirá

para determinar el limite de las atribu-

ciones provinciales que en forma expresa

fija el art. 108 de la N. De alli que

el primer planteo que se formula es el

referente a la mayor o menor extensión

de aquel contenido. Para ello, se pre-

gunta qué debo entenderse por derecho

del trabajo y de la seguridad social,

confesándose partidario de “un concepto

amplio de la materia que nos ocupa",

fundamentalmente por su finalidad de

protección del hombre y la naturaleza

de sus principios “inspirados en una nue-

va (?) concepción de la iusticia que ha

dado en llamarse (justicia social)".

Se ocupa luego de hacer resaltar la

preponderante influencia que en las so-

ciedades contemporáneas ejercen ciertos

organismos con cuya intervención

elaboran las convenciones colectivas y

donde se pone de manifiesto la sustitu-

ción de la voluntad individual por la

profesional. Todo ello, dice el autor, y

'el estudio de organismos integrados por

representantes sindicales, debe ser tenido

en .cuenta al ser elaborado el Código,

para evitan: que se produzca un estanca-

miento en la evolución del derecho.

Más adelante, se pronuncia contra un

Código que sea una mera' recopilación

de las leyes hoy dispersas. Pretende un

total replanteo para superar la falta de

unidad que entre ellas existe. Afirma

que el Código deb'eria constituir, asi,
una especie de ley constitucional del tra-

baío y critica la excesiva intervención
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estadua'l en-la regulación, lograda coac-

tivamente, de las relaciones económico

sociales.

Todo 'el estudio esta' destinado, según
lo expresa el propio autor, a exponer

aunque no sea en forma exhaustiva, as-

pectos que considera fundamentales y

que deben ser tenidos en cuenta para la

redacción del Código, a efectos deam-
gurar la armonia y equilibrio de intere-

ses dentro del ideal de justicia social a

que mpiran las ióuenes generaciones.
Consecuente con ese enunciado,ofrece a

la consideración pública-puntos de parti-

da para la realización de dicha tarea;

ellos van desde el ámbito de aplicación

hasta la eventual imposición de penali-
dades para el caso de infracciones. Y es

interesante señalar que, ratificando lo

dicho anteriormente con respecto a la

amplitud, expone su criterio tendiente

a considerar "trabajador" no sólo al que

actúa como dependiente o subordinado

de otro, sino a toda persona que, por

realizar una actividad útil, se la consi-

dere acreedora a la protección juridica.

Aspecto sobre el cual nos permitimos di-

sentir pues de adoptar este criterio, se-

ria en lo futuro harto dificil diferenciar

un trabajador de un no-trabaiador.

Para finalizar, pone de manifiesto la

inconveniencia de mantener la distin-

ción entre dos instituciones jurídicas

que esencialmente no difieren: locación

de servicios y contrato de trabajo, ya

que en ambas se dan los . presupuestal

de prestación de servicios y remunera-

ciones corno contraprestación.

Joacz Homero Hnispn



Bona-m Martina: Run, Observaciones al proyecto de ley orgánica de la fusticia

nacional; en “La Ley",

Critica justificada la que realiza el A.

a la nueva tentativa de dotar a nuestro

ya intricado, profuso, no siempre bien

conexianado y a veces contradictorio or-

denamiento posifivo vigente, de un ins-

trumento con los caracteres de ley orgá-
nica para reglamentar el ejercicio de la

función jurisdiccional por los tribunales

nacionales. Señala su preocupación ante

la prolifica producción de normas por

parte de nuestros organismos con facul-

tades legislativas sin el debido cuidado

técnico y subestimando la importancia
de la claridad, prediciendo que de per-

sistirse con esta modalidad, la ciencia

del derecho pronto será algo américa,
dominio privilegiado de pocos. Nos ilus-

tra con interesantes casos en los que ve-

mos el caos de nuestro régimen positivo
que afirma está determinando que los

juristas deban ir cncasillándate en los

compartimientos estamos de la especia-
lización,"que si es excesiva, es inacepta-
ble, haciéndonos reflexionar sobre si

realmente existe tal ordenamiento con-

cebido cual un todo sistemático y cohe-

rente de normas iurídiCas. Destaca ca-

sos concretos en que los encargados de

la seria y compleja tarea de administrar

insticia han dictaminado evidentemente

sin conocimiento de nuevas disposiciones

que restaban vigencia a las que avala-

ban esos pronunciamitos, bailando la

explicacion de este verdadero fenómeno

en la dificultad de conocer toda: las nor-

mas legales que se van sancionando con

Buenos Aires, agosto 12 de 1960.

dernasiada velocidad, y sin cuidar la cla-

ridad de los tattoo:

Encuentra en el Proyecto del Poder

Ejecutivo Nacional referente a la ley

Orgánica de la Justicia Nacional (Dia-
rio de Sesiones de la Cámara de Sena-

dores, 23 de junio de 1960, p. 318) la

misma falla de técnica en cuanto a la

fijación de la competencia de los jueces
nacionales, que la de la ley imperante

(decreto-ley 1285|58, ratificado por la

ley 14467, modificada a su vez por las

leyes 14558 y 14831, sin olvidar la re-

ciente ley federal de seguridad), ya que

no la determinan directamente sino en

forma mediata al hacer un reenvío a

otras varias disposiciones legales (nume-
rosas en algunos ejemplos que cita). Del

recuerdo de como concretamente deter-

minaban la competencia “las ejempla-
res leyes del siglo pasado" concluye el

A. su análisis señalando que el legiSIa-
dor debe cumplir con la elemental obli-

gación de formular la norma legal con

simplicidad y la mayor clmidad, y en

el caso de la proyectada ley orgánica de

los tribunales nacionales, sancionarla si-

:iguiendo la buena técnica de las leyes

48 r 1893, que cn su articulado conte-

nían la totalidad de las disposicionesque

establecían la competencia de los iueca

nacíonaks y de la .capítal sin remitir:

a otros cuerpos legales.

Cam V. Pam:

.0

Joafi Maa-rms.Gamma; Aspectos evolutivos del preaviso. Revista de Derecho
del Trabajo, iulio de 1960.

La institucióndel preaviso ha sufrido raciones medievales. Tal cOmo esta con-

una profunda evolución, desde que se

incorporan a los" estatutos de las corpo-

sagrada en las modernas legislaciones

presenta —según nuestro autor- cier-
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tos signos de decadencia, por lo que se

hace necesario su adecuación a la reali-

dad económico-social.

El autor considera lerrada la concep-

ción contractualista, puesto que el pre-

aviso no nace del contrato mismo sino

de la denuncia, despido o dimisión, co-

mo acto nuilateral. Siguiendo esta con-

cepción define al instinto como el lapso
de tiempo entre la denuncia y el venci-

miento del término suSpensivo a ella

anexado.

El pago sustituvo, que en la práctica
ha deiado de ser excepcional, seria la

solución más conveniente en todos los

casos, ya que la continuación de la re-

lación laboral luego de producida la de-

nuncia, ocasiona inconvenientes para

empleado y empleador.
La reciprocidad del preaviso en la for-

ma en que esta establecida por la mayo-

ria de las legislaciones, merece las cri-
ticas del profesor brasilero, en cuanto no

es iusto dispensar igualdad de trata-

miento a quienes se encuentran en po-

sición desigual.
Martins sostiene la necesidad de fu-

sionar el preaviso con la indemnización

por despido, puesto que ambos institutos

reposan sobre un supuesto común, la de-

nuncia de la relación contractual.

Se trata de una institución transac-

cional entre el interés individual y el

social, que estaría llamada a desapare-
cer como consecuencia de alpubliciza-
ción del derecho, para ser reemplazada
por una regulación generalde desempleo
y por disposiciones de seguro social.

EDUARDO Y. Jonu:

José Dommoo RAY, Embargo de buques. Ed. Abeledo-Perrot, Bs. A5., 1959.

Nuestro Códigode Comercio legisla
sobre el embargo de buques en el' Libro

III, Titulo I, articulos 868 a 873, men-

cionando además al mismo en algunos
otros articulos del citado libro.

Problema de fundamental importan-
cia en la aplicación'de tales preceptos,
es el saber si las disposiciones sobre em-

bargo preventivo y ejecutivo contenidas

en el Código de Procedimientos en lo Ci-

vil y Comercial deben aplicarse prefe-
rentemente completadas con las normas

existentes en el Código de Comercio, o

si por el contrario, deben prevalecer las

disposiciones de la legislación de fondo
sobre las reglas comunes de procedimien-
tos.

_

.

De la solución que se dé al interro-

gante formulado, depende que la medida

se otorgue con mayor o menor facilidad,
es decir, que el embargo (en especial
el preventivo) se declare procedente con

un menor o mayor número de requisitos,
respectivamente. Si se tiene prüente que
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el embargo preventivo y la interdicción

de navegar “es el medio de que puede
valerse al acreedor del propietario o ar-

mador, para obtener el afianzamiento de

su crédito, antes de que el buque zarpe

y se exponga a los riesgos de la navega-

ción”, surge inmediatamente la trascen-

dencia que tiene la posición que se tome

ante el problema.
Raymundo L. Fernández sostiene que

las disposiciones de las leyes procesales
rigen en nuestro ordenamiento jurídico
todo lo relativo al embargo de buques,
con las restricciones que,contienen -los

articulos del Código de Comercio. Esta

posición es compartida por Rodolfo Mez-

zera Alvarez, quien comentando el dereb

cho uruguayo y con respecto al embargo

preventivo y al embargo de ejecución

dice: “. . .el Código de Procedimiento Ci-

viles-siasipuededecirse-la leyge-
neral,mienn'as e_lCódigo de Comercio es

la ley especial, que agrega nuevos requi-



sitos y restricciones en materia de em-

bargo de buques."
En contra de estas opiniones se mani-

fiesta el Dr. Ray, sosteniendo que exis-

ten en el Código de Comercio una serie

de principios e instituciones que permi-
ten dar soluciones especificas, adecuadas

a la naturaleza del medio y del vehicu-

lo, y conformes al particularismo y auto-

nomía del derecho de la navegadón, ya

que “aplicar las normas procesales del

Código de procedimientos sin dar prima-
cía a las que pueden construirse sobre

la base de las del Código de

Comercio, implicaría no hacer lugar al

embargo en casos en que indudablemen-

te procede". De ahi que el A. sostenga

que no deben exigirse todos los requisitos
del Código de procedimientos para que

el embargo sea admisible, sin que esto

signifique liberar al embargante de jus-
tificar sumariamente su crédito.

En verdad, el A. es consecuente con_
lo sostenido en un trabajo anterior, cuya

lectura nos ha resultado ,de manifiesta
utilidad para tener una visión precisa de

las diversas instituciones que componen

el derecho de la navegación y un con-

cepto claro de su carácter particularista
y autónomo. Nos referimos al libro De-

recho de la Navegación. Particularismo

y Autonomía, en el cual al referirse a la

autonomia cientifica (Capitulo VI), dice

con respecto a las normas procesales: "El

derecho procesal, que tiene por objeto el

funcionamiento de las normas de fondo,
debe adecuarse forzosamente a las solu-

ciones que éstas consagran sin desvir-

tuarlas, ya que de nada vale establecer

en un texto una disposición que al apli-
carse será desvirtuada por falta de nor-

mas procesales adecuadas (pág. 94,
N’ 32).

Estudia a continuación el Dr. Ray las

disposiciones de nuestro Código de Co-

mercio, reseñando brevemente sus fuen-

tes y antecedentes históricos. y luego ana-

liza la procedencia de la medida según

el origen del crédito, a través de una

c0piosa cita itu'isprudencial, emitiendo

su opinión en cada caso. _

Refirie'ndose a la inembargabilidad, di-

vide ésta en absoluta y relativa. La pri-
mera, cuando es en razón de la afecta-

cióii del buque; la segunda, para ciertos

y determinados casos. Considera que es

decisivo en la inembargabilidad absoluta

el destino de la embarcación, sin que in-

terese quién es el titular de la m'uma,
criterio adoptado por la Convención de

Bruselas de 1926, sobre inmunidades de

los buques de' Estado y por el Tratado

de Montevideo sobre navegación comer-

cial de 1940 (Titulo X, De los buques
de Estado, arts. 34 a 42). Como casos de

inembargabilidad relativa, señala los

arts. 870 y 872 del Código de Comercio,

y los previstos en los arts. 869 y 871,
del mismo cuerpo legal, cuando el bu-

que no se encuentra en el puerto de ma-

trícula y si la deuda no ha sido contrai-

da o no es ejecutable en nuestro país,
tratándose de un buque extranjero.

En'sucesivos capitulos estudia lo rela-

tivo a la jurisdicción y competencia, pro-

cedimiento, persOneria, inventario, fian-

za, daños y perjuicios, legislación com-

parada( donde destaca la existencia de

dos grupos de legislaciones con relación

al embargo y detención de buques: siste-

ma anglosajón y sistema denominado

continente”,y Convención de Bruselas

de 1952, sobre unificación de ciertas re-

glas relativas al embargo preventivo de

buques de navegación maritima, cuyo

texto está contenido en el apéndice de la

obra. En un capitulo final el A. resume

en forma clara y ordenada sus opiniones.

expuestas a to largo del libro.

En el trabajo que comentamos el Dr.

Ray pone de manifiesto una vez más no

sólo su profundo conocimiento de la ma-

teria, sino también sus cualidades de es-

tudioso e investigador del derecho, con-

virtiendo en realidad lo que sostiene al

comienzo del libro. en el sentido de qua
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“los estudios jurídicos no deben

se a reproducir el derecho positivo vigen-

te, sino exponer todas las modificaciones

que por via legislativa o jurisprudencial
deben consagrarse."

'

Eannsro B. Fannm

Historia. bminwione: y principios ugnciala del Derecho Mciioazo del Trabafo, de
Mano nz 1.a Cueva.

Noa presenta el autor en este breve

trabajo, una reseña analítica de los pila-
res esenciales que constituyen el derecho

mejicano del trabajo; su historia y prin-
cipales instituciones.

Afirma el autor que el rasb'o caracte-

rístico de derecho del pasado lo consti-

tuía la unión de dos tendcias .dos en-

foques esencialmente distintos: por una

parte la consagración de las ideas indi-

vidualistas, concepción que ve en la per-

sona humana un ente destinado a la li-

bertad, y por otra parte, las doctrinas

económicas de la Escuela Liberal Clásica

caracterizada por la afirmación de una

absoluta libertad de las fuerzas económi-

cas y como consecuencia de ello una ac-

titud abstecionista por parte del Estado.

El resultado de la unión de estas corrien-

tes de pensamiento fue la subordinación

de las relaciones de’trabajo al libre jue-

go de las fuerzas económicas.

Esta tendencia individualista y liberal,
tuvo su expresión en la Consfitúcin me-

jicana del 5 de febrero de 1857, no obs-

tante el sentido humanista que le impri-
mieron los constituyentes.

Este sentido humanista que caracteri-

za al derecho mejicano se revela en to-

da su amplitud en la legislación civil en

lo que se refiere a las relaciones de tra-

bajo. El Código Civil de 1870 rompe con

la tradición romana y conJos principios
del Código de Napoleón y crea un titu-

lo especial para las relaciones de traba-

jo. Se aparta asi de la concepción roma-

nista y francesa que considera al trabajo
humano como una cosa suceptible de

darse en arrendamiento.

Dos fueron las consecuencias mas im-
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portantes que produjo ese particular sen-

tido humanista que se le imprimió al

derecho constitucional mejicano:
l. — La idea de la libertad de traba-

jo, consagrado en el art. 5 de la Consti-

tución de 1857 al expresar que: _“Todo
hombre es libre para abrazar la profe-
sión, industria o n'abajo que le acomoda.
siendo útil y honesto y para aprovechar-
se de su producto."

'

2. — La libertad de asociación expre-

samente reconocida por la Constitución

de 1857 en su art. 9: "A nadie se le

puede coartar el derecho de asociarse con

cualquier objeto lícito."

Divide la historia de la libertad de

coalición y de huelga a: tres grandes pe-

riodos: los dos primeros corresponden al

siglo XD! y a los años del siglo XX an-

teriores a la primera guerra mundial; y

el ‘tercero de ellos estaria dado por la

etapa posterior a la Constitución de 1917.

Denomina a los dos primeros periodos
con los nombres de “épocas de la prohi-
bición y de la tolerancia". Se caracteriza

la época de la prohibición no solamente

por la negación del derecho de coalición

y de huelga sino también, porque el le-

gislador los considera como hechos pu-

nibles. En la etapa de la tolerancia se

suprimió los delitos de coalición y de

huelga.
Pero es recién en la segunda década

del siglo JDK, en el periodo histórico que

se conoce con el nombre de Revolución

Social, cuando surge con todas sus fuer-

zas el derecho del trabajo y los princi-

pios de la previsión y de la seguridad
social, operándose en virtud de esta he-



cho n'ascendente un cambio fundamental

en la vida de las masas trabajadoras.
. ¡Fue la legislación agraria la que in-

fundió un gran impulso a la idea de la

social. La ley del. 6 de enero de

1915 que ordenó el reparto de la tierra

entre los campesinos constituye un ejem-

plodemajoraenlascondicionesdevida
de aquellos. Etapa de reivindicaciones

agrarias que debia desembocar necesa-

riamente en la conquista del derecho del

trabajo. Y en efecto a partir de septiem.
bre de 1914 se promulgaron leyes del

trabajo en distintos estados mejicanos.
Este proceso cristaliza en la Constitu-

ción de 1917, “primera constitución so-

cial del siglo H y primera Declaración
constitucional de derechos sociales", al

decir del autor. i

“Las relaciones jurídicas de trabajo no

pueden quedar abandonadas al libre jue-

go de las fuerzas económicas naturales,

pues éstas, por su calidad de fuel-Las de

la naturaleza son ciegas a los valores hu-

manos y no pued sabu' lo que es la

justicia. El siglo XIX fue testigo dela

injusticia reinante en las relaciones obre-

ro-patronales, servilmente colocadas al

servicio del creciente poderío da las fuer-

zas econoómicas." _

En virtud de ello los constituyentes
mejicanos comprendieron la necesidad

de mbordinar la economia al derecho.

La Declaración de los derechos sociales
no suprimió la vieja Declaración indi-

vidualista de 1857, ni significó restric-

ción alguna de las libertades del hombre;
por el contrario se unió a aquella puri-
ficándola y para alcanzar un mundo in-

dividual y social más justo.
Si bien el-fundamto de la Declara-

ción mejicana de los derechos sociales y

las viejas declaraciones de derechos in-

dividuales del hombre y del ciudadano

tienen el mismo: la digniíicación de la

persona humana, difieren los medios de

que se valm para hacerla efectiva: en

tanto los derechos individuales del bom-

bre constituyen derechos frente al Es-

tado, implican un no-hacer del Estado;
los derechos sociales son de naturaleza

esencialmente positiva, son deberes de loa

patronos, un hacer, un dar, de los em-

presarios. \

Son caracteristicas de la Declaración

mejicana' de 1917':

l.—Elhechode quealformarparto
de una constitución escrita y rígida sus

normas y principios están colocados en

un plano superior al que ocupan los po-

deres estatales.
'

2. — La Constitución mejicana ase-

guró el control de la constitucionalidad

de las leyes emanades del poder legisla-
n'vo y de los actos provenientes del po-

der ejecutivo por el procedimiento juri-
dico que se conoce con el nombre de “re-

curso de amparo". Mediante ese control

se asegura a la clase trabajadora y a los

obreros la estabilidad de sus derechos y

beneficios constitucionales.

3. — Otra caracteristicas que la De-

claración de duechos está integrada por
normas pragmática amplisimas. Por eso

se dice en el Preambulo del art. 123 que

la “Declaración de derechos es solamen-

te las bases sobre las cuales deberá ele-

varse la legislacin del trabajo y de la se-

guridad social."

4. — Su generalidad: sus normas y

principios valen para todos los que pres-

tan servicios en la República sean nacio-

nales o extranjeros. La fraccin VI del

art. 123 expresa que “a trabajo igual co-

rreSponde salario igual independiente.
mente de la nacionalidad de los traba-

iadores."
Los principios e instituciones consagra.

dos en la Declaraciónde 1917. los divida

el autor en tres grandes ENDOS-

En primer término las disposiciones

que integran el derecho del trabajo en

sentido estricto, entendiendo por tal “loa

principios, normas e instituciones que re-

gulan las relaciones individuales y co.

lectivas entre los trabajadores y los pa-
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tronos y cuya finalidad es lograr un

justo equilibrio entre. los intereses y de-

rechos de los dos factores de la produc-
ción y un consecuente nivel decoroso de

vida para los trabajadores."
El segundo grupo estaria formado por

las normas que hacen a la previsión y

la seguridad sociales que si bien forman

parte del derecho del trabajo se han con-

vertido en un estatuto autónomo.

En tercer lugar la Declaración se com-

pone de un grupo de normas creadoras

de las Autoridades del Trabajo-Secreta-
ria del Trabajo y Previsión Social, Jun-

tas de Conciliación y Arbitraje, Comi-

sión de Salario Minimo, Inspección del

Trabajo- distintas de las autoridades
estatales restantes.

Al promulgarse la Constitución se cre-

yó conveniente, en virtud de ser Méjico
un Estado federal, encomendar a los Es-

tados miembros la sanción de leyes ordi-

narias del trabajo y es así como el 14 de

enero de 1918 se expidió la Ley del Tra-

bajo del Estado de Veracruz, que es en

América la primera codificación de las

disposiciones sobre trabajo. Los distintos

Estados fueron sancionando en los años

posteriores sus respectivas leyes sobre

trabajo hasta que en el año 1929 y en

virtud de la pluralidad de leyes locales,
no siempre uniformes lo que daba lugar
a graves desigualdades económicas entre

los trabajadores de una misma zona,se

reformó la Constitución federalizándose

la legislación del trabajo.
A 'partir de entonces el Congreso fe-

deral es 'la única autoridad competente

para expedir leyes del trabajo si bien su

aplicación corresponde en virtud de la

misma reforma constitucional, en parte
a las autoridades federales y parcialmen-
te a los gobiernos de los Estados.

Como consecucia de esta trascenden-

tal reforma, y luego 'de discutirse en el

seno del Congreso federal diversos pro-

Yectos, el 18 de agosta de ¡931 se pro-
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mulgó la Ley Federal del Trabajo, que
es la codificación vigente.

El primer grupo de principios e ins-
. tituciones de la Declaracin comprende lo

que denominamos el derecho del trabajo
mi sentido estricto, ordenamiento que a

su vez se subdivide en derecho individual

y colectivo del trabajo.
Dentro de las normas que hacen al de-

recho individual se consigna el princi-
pio de la jornada máxima de ocho horas

para los trabajos diurnas y de siete para

los nocturnos. Se afirma el principio de

la jornada humanitaria esto es, que las

Juntas de Conciliación y Arbitraje deben

analizar la naturaleza de las distintas

actividades y señalar una jornada máxi-
ma menor de ocho horas cuando se trate

de trabajos perjudiciales ala salud del

bajador. Autorizó la prolongación de la

jornada de trabajo cuando circunstan-

cias extraordinarias lo requieran, estable-

ciendo que dicha jornada extraordinaria

no puede ser mayor de tres horas diarias,
ni exceder de tres veces por semana. Es-

te servicio extraordinario debe remune-

rarse con un cien por ciento más del sa-

lario que corresponde a las horas de jor-
nada normal. Los principios sobre jorna-
da de trabajo se completaron con normas

sobre descanso semanaL Por su parte la

Ley Federal del Trabajo introdujo la

institución de las vacaciones anuales pa-

gas.
'

Con respecto al salario existe amplia
libertad para fijar su monto Sea en les

contratos individuales o en las convencio-

nes colect'ivas. No obstante esa libertad

se encuenu'a atemperada por dos insti-

tuciones: salario minimo y salario justo

y remunerador.

La Declaración creó, ademas, un siste-

ma completo de protección al salario. La

primera parte del sistema se refiere a la

defensa del salario en contra de los abu-

sos de los empresarios: en tal sentido

prohibe el llamado truck-system y la



retención de los salarios por concepto de

multas.
H

En segundo lugar se consagra la pro-

tección del salario en contra de los acree-

dores de los trabajadores. Asi la Decla-

ración exceptuó al salario minimo de

embargos, compensaciones o descuentos.

Por su parte la Ley Federal del Traba-

jo extendió esta protección a la totalidad

del salario. La jurisprudencia y ln doc-

trina con un alto sentido de equidad,
admiten los embargos para cubrir las

pensiones alimenticias que deban pagar

los trabajadores a sus familiares.

Por último la Declaración protege al

salario en contra de los acreedores del

patrono al disponer que los créditos en

favor de las trabajadores por salario o

sueldo devengados en el último año por

indemnización, tendrán preferencia sobre

cualesquiera otros en los casos de con-

curso o quiebra.
La Declaración consagró también el

principio de la ¿fiabilidad de los traba-

jadores en sus empleos o de la perma-

nencia de las relaciones de trabajo. El

art. 123 en la fracción XXII expresa

que el patrón no podrá despedir a nin-

gún trabajador sin causa justificada o

por haber ingresado a una asociación o

por haber tomado parte e1 una huelga
licita y'si se lo despide queda obligado
a elección del trabajador a reponerlo en

el empleo o a indemnizar-lo con el im-

porte de tres ,meses de salario; por otra

parte dispone el mismo precapto que el

trabajador puede separarse del servicio

por falta ¿e probidad del patrono o por

recibir malos u-atamicnt's, teniendo de-

recho a que se lo ¡ndemnice con el im-

porte de tres meses ¡le salario.

Con respecto al derecho colectivo del

trabajo la idea básica de los constituyen-
tes mejicanos puede resumirse en la si-

guiente fórmula: "los empresariostlenen _

el deber de negociar colectivamente los

problemas de trabajo con las respectivas
asociaciones de obreros" Se elevó la con-

tratación colectiva a la categoría de un

derecho de los obreras. Se reconoce a la

huelga como un derecho positivo de los

trabajadores a los efectos de garamtir
aquella obligatoriedad. Se estableció el

principio de que el Estado no puede im-

poner a los trabajadores la sindicación,

consagrándose en esta forma la libertad

de asociación.

Por su parte, el segundo grupo de dis-

posiciones de la Declaración mejicana se

refiere, según ya lo expresamos, a la pre-

visión y seguridad sociales.

Dentro de este estatuto se encuentra la

fracción XII del art. 12?- que impone a

los empresarios la obligación de colabo-

rar con el Estado en el sostenimiento de

escuelas para todos los niños cm edad

escolar, siempre que se trate de centros

de trabajo que estén alejados de las pobla-
ciones. Se estableció que los servicios de

las bolsas de trabajo y de las agencias de

colocaciones serían gratuitas para los

trabajadores. Se expresa además que los

empresarios, siempre que las negociacio-
nes se encuentren lejos de las poblacio-
nes, o cuando ocupen más de cien obre-

ros, deben proporcionarles casa cómodas

e higiénicas. Se extendió la teoría del

riesgo profesional a las enfermedades y

accidentes que encuentren en el trabajo
su motivo o su ocasión. En el año 1929

se introdujo una reforma en la Constitu-

ción que permitió establecer los seguros

sociales obligatorios y en 1943 se publi-
có la Ley del Instituto Mejicana del Sc-

guro Social.

El tercero y último grupo de normas

e instituciones que integran la Declara.

ción de 1917, está constituido por las dis-

posiciones 'concernientes a la organiza-
ción de las Autoridades del Trabajo y

particularmente la cuestión relativa a la

administración de la justicia obrera.

Se estableció que esta debía ser unita-

ria, rompiendo en esta forma con los pre-

cedentes mejicanos que establecían dos

organismos para la solución de los con-
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flictos del trabajo: los tribunales Judicia-

les del 'Iï'abajo encargados del conoci-

miento y decisión de los conflictos indi-

viduales y los Comités o Juntas de

Conciliación y Arbitraje, instituciones

administrativas destinadas a intervenir

en ocasión de conflictos colectivos.

Por otra parte, dice el autor, los tra-

bajadores mejicanos —nos parece que el

fenómeno es frecuente en América- no

tenian confianza en los tribunales judi-
ciales y veian en ellos un instrumento de

los empresarios: los jueces generalmente
abogados que provenían de las clases

burguesas y acomodadas de la sociedad,
el complicado procedimiento, las costas
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judiciales, etc., habian contribuido a la

formación de aquella conciencia obrera.

La Revolución Social majicana, continúa,
queria una justicia del pueblo.

La tracción XX de la Declaración

creó las Juntas de Conciliación y Arbi-

traje como único órgano público para el

conocimiento y resolución de los conflic-

tos de trabajo. Por lo tanto la justicia
obrera se ejerce por un organismo indev

pendiente y distinto del poder judicial.
integrado con un número igual de repre-

sentantes de los trabajadores y de los pa-

tronos y uno del Estado.

Hamás Beam: Damon-ru


